
 

 

 

 

 

ARTÍCULO 63.- Suspensión de la ejecución de la pena. La ejecución de la 

pena privativa de la libertad impuesta en sentencia de primera, segunda o única 

instancia, se suspenderá por un período de dos (2) a cinco (5) años, de oficio o 

a petición del interesado, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

 

1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de cuatro (4) años. 

 

2. Si la persona condenada carece de antecedentes penales y no se trata de uno 

de los delitos contenidos el inciso 2o del artículo 68A de la Ley 599 de 2000, el 

juez de conocimiento concederá la medida con base solamente en el requisito 

objetivo señalado en el numeral 1 de este artículo. 

 

3. Si la persona condenada tiene antecedentes penales por delito doloso dentro 

de los cinco (5) años anteriores, el juez podrá conceder la medida cuando los 

antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado sean indicativos 

de que no existe necesidad de ejecución de la pena. 

 

La suspensión de la ejecución de la pena privativa de la libertad no será 

extensiva a la responsabilidad civil derivada de la conducta punible. 

 

El juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad 

accesorias a ésta. En todo caso cuando se trate de lo dispuesto en el inciso final 

del artículo 122 de la Constitución Política se exigirá su cumplimiento. 
 

 

 

Dr. Carlos Andrés Guzmán Díaz, Mg. profesor del 

Departamento de Derecho Penal y Criminología de la 

Universidad Externado de Colombia,  

 

21 de septiembre, 2026 

 

 

1. Antecedentes 

 

Buena parte de nuestras instituciones jurídicas son heredadasi y la suspensión de la ejecución 

de la pena no es la excepción. Sus orígenes se suelen ubicar en el derecho canónico bajo la 

figura de ad reisindentiam, en el anglosajón franpledge o en el germánico cautio de pace 

tuendaii. También se busca identificarlo con el probation norteamericanoiii o con el sursis 

avec mise à l'épreuveiv del sistema belga y francés.  



 

 

 

 

 

 

Sin embargo, en el sistema estadounidense el probation puede concederse aún sin condenav, 

hasta tanto transcurra cierto tiempo. Esto conduce a que, en ciertos casos, no haya algún tipo 

de antecedente penalvi. Además, en el modelo norteamericano se precisa de una persona 

(probation officervii) que vigila, visita su hogar o domicilio y puede exigirle pruebas de 

drogas al procesado de forma permanenteviii. 

 

En cambio, en el esquema francés y belga debe existir una condenaix, que no se ejecuta hasta 

tanto el acusado cumpla una serie de condiciones durante un periodo determinadox. De ahí 

su compatibilidad con la figura colombiana.  

 

Aunque esto habría llevado a discusiones sobre si lo que se extingue, vencido el plazo, es la 

pena o, tal vez, la condenaxi. No obstante, al menos en nuestro medio, no se puede pretender 

que deje de existir, por el cumplimiento de un plazo, una sentencia ya emitida, como si nunca 

hubiese sido pronunciada.  

 

2. Finalidad 

 

A propósito de sus orígenes, a diferencia del modelo francés, donde se le trata como un 

sustituto, en nuestro medio se le suele tener como subrogado penalxii. Aunque tal expresión 

se ha catalogado como una herencia de la escuela positivista, por lo que hay quienes prefieren 

encasillarla como «beneficios penitenciarios»xiii o como una forma restringida de extinguir 

la sanciónxiv. Jescheck, en cambio, la considera un medio autónomo de reacción jurídico-

penal que tiene varias posibilidades de eficacia: 

 
«Es pena, en tanto que se condena a una pena privativa de la libertad y el condenado tiene 

antecedentes penales. Tiene el carácter de medio de corrección en el sentido del par. 13 II 

JGG [Jugendgerichtsgesetz, o Ley de Tribunales de Menores, en Alemania, se aclara], 

cuando va unida con determinadas obligaciones que sirven para reparar el ilícito 

cometido, como multas administrativas y otras prestaciones socialmente útiles. Se 

aproxima a una medida de ayuda social, cuando se dan instrucciones que afectan al futuro 

comportamiento del condenado, especialmente cuando se le pone bajo el control y 

dirección de una persona encargada de ayudarle durante el periodo de prueba. Tiene, por 

último, un aspecto socio-pedagógico activo en cuanto estimula al condenado para que sea 

él mismo quien con sus propias fuerzas pueda durante el periodo de prueba reintegrarse a 

la sociedad»xv. 

 

Justo por tal explicación, la Corte Constitucional ha sostenido que: «lo que compromete la 

existencia de la posibilidad de resocialización no es la drástica incriminación de la conducta 

delictiva, sino más bien la existencia de sistemas que, como los subrogados penales y los 

sistemas de redención de la pena, garanticen al individuo que rectifica y enruta su conducta, 

la efectiva reinserción en la sociedad»xvi, pues, como bien dice Montes Giraldo «la máxima 

aspiración del interno es recobrar su libertad»xvii.  

 



 

 

 

 

 

Por eso, existen varias formas de alcanzar ese objetivo. Por una parte, está la posibilidad de 

reducir la pena efectiva a través de ejercicios de redención, por ejemplo, mediante el trabajo, 

estudio o enseñanzaxviii. De otro lado, están los mecanismos alternos a la privación de la 

libertad.  

 

Entonces, la suspensión de la ejecución de la pena se basa en el reconocimiento de la 

naturaleza deteriorante de la prisionalizaciónxix así como la necesidad de su evitación, y por 

la sola eficacia moral de la sentenciaxx. Aquí se deben incluir los fines no declarados, entre 

ellos, reducir el hacinamiento carcelario o bajar los costos de todo el sistema penitenciarioxxi. 

Todo lo anterior, sin perjuicio de las cargas que asumen las personas llevadas a prisión (en 

términos económicos, de salud, recreación, trabajo o estudio), y del impacto en su núcleo 

familiar y socialxxii.  

 

Por lo pronto, la prisionalización tiene diversos efectos, entre los que se encuentran i. el grado 

de dependencia de los sujetos encarcelados, por el control que existe sobre su conducta; ii. la 

devaluación de la propia imagen y la disminución de su autoestima; iii. incremento de los 

niveles de dogmatismo, ante la adhesión de los valores carcelarios; iv. aumento del nivel de 

ansiedadxxiii; v. desconexión de vínculos afectivos; y vi. aceleración de patologías 

preexistentesxxiv, entre otros. Todo esto sin perjuicio de las condiciones de privación de la 

libertad que en nuestro medio están caracterizadas por hacinamiento, deficiencias de atención 

en salud y ausencia de condiciones de salubridad e higienexxv. Se trata de una 

desocializaciónxxvi, como efecto opuesto a una eventual resocialización. 

 

En consecuencia, este mecanismo, como será explicado más adelante, se orienta hacia las 

penas de corta duración, con el propósito de que, frente a ese tipo de sanciones, no se 

produzcan los indeseables efectos de la prisionalización y estimulen la voluntad de enmienda 

del infractor primarioxxvii.  

 

Al respecto, no existe un consenso universal sobre lo que se consideran penas largas, de 

mediana o de corta prolongación. Ciertos ordenamientosxxviii e, incluso, algunos instrumentos 

internacionalesxxix sí lo determinan. En Colombia, realmente, no hay una delimitación, pero 

se puede deducir, por ejemplo, a partir de la curiosa fijación que tiene el legislador con las 

sanciones iguales o superiores a cuatros años, como sucede con la detención preventiva. Algo 

similar ocurre con el instituto analizado, pues la ley considera que una pena es elevada 

cuando su imposición excede los cuatro años.  

 

De esta forma, se ha afirmado que los objetivos, fines y funciones declarados de la pena no 

siempre se cumplen en sanciones menores a ese lapso. Al menos, en la práctica, presentan 

mayor dificultad. Por ejemplo, las posibilidades de un proceso de resocialización, en términos 

de prevención especial positiva, pueden ser escasas y, en cambio, genera el estigma social, 

al estilo «estuvo en la cárcel» o, simplemente, tuvo contacto permanente con personas 

recluidas por comportamientos realmente gravesxxx: la convivencia durante tres años con una 

persona condenada por delitos más graves puede tener efectos criminógenos no muy 



 

 

 

 

 

positivos. Por ello se ha propuesto e incorporado en nuestro medio, más bien, la suspensión 

de la ejecución de las penas de corta duración.  

 

Restaría por precisar que ese ideal, de todas formas, no tendría que dejar por fuera otros fines 

de la penaxxxi cuya valoración también debería ser incluida en el análisis cuando se pretenda 

alguna particular inaplicación normativa de las restricciones al acceso a la suspensión de la 

ejecución de la pena.  

 

3. Requisitos para acceder a la suspensión de la ejecución de la pena 

 

Para evitar la prisionalización y sus indeseables efectos, la actual legislación colombiana 

presenta una fórmula que coincide con otras en la región y en Europaxxxii, que es de fácil 

determinación al momento de emitir la sentencia. Sus exigencias básicas se pueden clasificar 

en tres:  

 

a. Requisitos objetivos 

 

Como primer criterio para evaluar la concesión de la suspensión de la ejecución de la pena, 

se espera que:   

 

i. La pena de prisión impuesta sea igual o inferir a cuatro años. 

 

ii. El delito no esté en el listado del artículo 68 A del Código Penal o en 

norma especial de prohibición. 

 

iii. Que la persona beneficiada no haya sido condenada por delito doloso 

dentro de los cinco años anteriores. 

 

En cuanto al monto de la pena, es evidente que no procede en otro tipo de sanciones, dada la 

finalidad que persigue: evitar los efectos de la prisionalización. Por tanto, penas como la 

inhabilitación de derechos y funciones públicas no necesariamente se pueden suspender, pero 

sobre esto se volverá más adelante.  

 

Ahora bien, la pena de prisión es la finalmente impuesta. Esto quiere decir que, en caso de 

concurso de conductas punibles, se toma en cuenta la sanción definida en la sentencia. Lo 

mismo debe ocurrir con otros fenómenos delictuales (como la tentativa, complicidad o 

reducción por reparación) y posdelictuales (como el allanamiento a cargos y preacuerdos). 

Si tales criterios modificadores de los extremos punitivos son reconocidos, nada impide la 

suspensión de la ejecución de la pena. De ninguna forma constituye un doble beneficioxxxiii.  

 

Por otra parte, una reflexión adicional merece el artículo 68 A del Código Penal. Este cada 

vez con más inflacionario texto, contiene un asombroso listado de conductas frente a las que 

no proceden beneficios, subrogados o sustitutosxxxiv. Sin embargo, esta regla tiene algunas 

excepciones, como cuando se trate de los servicios de utilidad pública, medida creada a favor 



 

 

 

 

 

de las mujeres cabeza de familia, en los términos del artículo 19 de la Ley 2292 de 2023xxxv 

o la posibilidad de acceder, bajo ciertas condiciones, a la prisión domiciliaria.  

 

A esa lista hay que sumar ciertas leyes especiales que igualmente prohíben la suspensión de 

la ejecución de la pena, como el artículo 199 de la Ley 1098 de 2006, referida a los delitos 

de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, 

integridad y formación sexuales, o secuestro, que hayan sido cometidos contra niños, niñas 

y adolescentesxxxvi. Igualmente, el artículo 193, numeral 6, del Código de Infancia y la 

Adolescencia, que impide acceder a la suspensión condicional de la ejecución de la pena para 

prácticamente cualquier delito cometido contra menores de edadxxxvii, salvo que se haya 

indemnizado a la víctimaxxxviii. Lo mismo ocurre con las conductas de terrorismo, 

financiación del terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y delitos conexos a estos, en los 

términos del artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, modificada por la Ley 2477 de 2025.   

 

Finalmente, dado que, como se mencionó, este beneficio está pensado para infractores 

primarios, la persona no debe contar con previas condenas por conductas dolosas, dentro de 

los cinco años anteriores.  

 

El término de cinco años había sido interpretado de distintas formas; sin embargo, la Corte 

Suprema ha aclarado que los cinco años se cuentan desde la emisiónxxxix de la primera 

condena y los nuevos hechos que son objeto de valoración. Son, a efectos de este artículo, 

irrelevantes los sucesos del primer comportamiento y la fecha de la segunda sentencia que, 

por cierto, está sometida a los avatares propios de lo que tarda un caso en llegar a esa 

instancia. Se trata de evaluar la reincidencia luego del primero fallo.  

 

Cumplidos estos requisitos, la suspensión condicional de la ejecución es procedente, por lo 

que no es necesario hacer análisis valorativos. En todo caso, en nuestro medio, el legislador 

ha previsto que, aún si una persona tiene una condena previa por delito doloso, en los cinco 

años anteriores, es viable acceder a la figura, siempre que cumpla los requisitos que a 

continuación se exponen.  

 

b. Requisito valorativo 

 

Estas exigencias, denominadas también criterios subjetivos, se demandan en aquellos casos 

en los que la persona cuenta con alguna condena previa, según lo explicado con anterioridad.  

 

No hay que perder de vista que la existencia de antecedentes, en principio, es una 

reminiscencia de un derecho penal de autorxl, que no mira al futuro del sentenciado, sino a 

su pasadoxli, a su vida anterior a la comisión de la conducta que ahora se le reprocha.  

 

De todas formas, en esta hipótesis, el juez debe evaluar «los antecedentes personales, sociales 

y familiares» del sentenciado, de tal forma que estos sean «indicativos de que no existe 

necesidad de ejecución de la pena»xlii.  

 



 

 

 

 

 

El Código Penal de 1980 hablaba de la «personalidad» del sentenciado, pero, como bien se 

anotó en su momento por la doctrinaxliii, los mecanismos para aprehender esa condición 

resultaban bastante precarios y ambiguos. Por eso es preferible, hoy en día, para evitar un 

inaceptable derecho penal basado en estereotipos, evaluar «los antecedentes de la persona», 

es decir, aquellas circunstancias que determinaron su inclusión en contextos criminalizantes 

y el efecto desocializador de un eventual encierroxliv.  

 

Tal vez por eso Velásquez propone un análisis, incluso, de naturaleza pericialxlv. Los avances 

en las ciencias humanas permitirían hacer tal análisis, apoyados en la sociología, psicología, 

antropología o la psiquiatría. Inclusive, en la neurocienciaxlvi. El artículo 447 del Código de 

Procedimiento Penal habilita al juez a recaudar estos insumos, incluso de oficio, al momento 

de decidir. Por su parte, el juez también podría valorar, si se hace una interpretación armónica 

con el inciso 1 del artículo 68 A del Código Penal, la colaboración con la justicia, criterio 

que exceptúa la prohibición genérica a cualquier beneficio judicial o administrativo. Sobre 

tal punto se volverá en el artículo siguiente, pero, por ahora, hay que decir que tal 

colaboración no se produce únicamente por la vía del principio de oportunidad, sino que 

puede ocurrir, por ejemplo, en los preacuerdosxlvii.  

 

Por lo pronto, tales antecedentes han de ser simplemente «indicativos» de la no necesidad de 

pena. Esto se aproxima a la inferencia razonable, es decir, que se ofrezca como una 

posibilidad, no tanto como una probabilidad preponderante y, ni siquiera, como un 

conocimiento más allá de duda razonable.  

 

Entonces, si el juez observa que la reinserción es plausible, el voto de confianza en el 

condenado debería ser una opciónxlviii.  

 

c. Requisitos de ejecución 

 

Además de los requisitos objetivos y, cuando sea del caso, del criterio valorativo, se precisan 

tres exigencias adicionales:  

 

i. El compromiso de cumplir ciertas obligaciones y la constitución de 

una caución 

 

ii.  La fijación del plazo para el pago de perjuicios 

 

Sobre el cumplimiento de las obligaciones, nos remitiremos al análisis que, frente al artículo 

65 del Código Penal, se hará más adelante.  

 

Ahora bien, según el artículo 474 del Código de Procedimiento Penal, es presupuesto para 

conceder la suspensión de ejecución de la pena la fijación de un plazo para el pago de los 

perjuicios ocasionados a la víctima. A efectos de este criterio, es importante considerar varios 

aspectos.  

 



 

 

 

 

 

Primero, si el delito realmente causó un perjuicio, pues ciertos comportamientos de peligro 

abstracto o tentados no necesariamente conducen a un daño susceptible de ser reclamado 

judicialmente. Segundo, de existir perjuicios, si se afectaron bienes con fines de reparaciónxlix 

en cuantía suficiente para indemnizar a la víctima, no hay lugar a negar la suspensión de la 

ejecución de la pena. Tercero, si ya se ha producido alguna indemnización al interior del 

proceso, por ejemplo, por reintegrol (art. 349 del CPP) o por reparación (art. 269 del Código 

Penal, entre otros supuestos).  

 

En cuarto y último lugar, el juez ha de considerar que el plazo a conceder debe ser lo 

suficientemente razonable para que se alcance a definir el incidente de reparación integral o, 

al menos, para conocer las pretensiones de la víctima en la primera audiencia de dicho 

trámite.  

 

El pago de una caución es un requisito previsto por el inciso final del artículo 65 del Código 

Penal, así que en su momento nos ocuparemos de este tema.  

 

Finalmente, el inciso 2 del artículo 474 del Código de Procedimiento Penal determina que, 

si se ha impuesto pena accesoria de multa, es «imprescindible» su pago para acceder a la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena, salvo que la ley prevea su excepción. 

Justamente, el parágrafo 1 del artículo 4 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 3 

de la Ley 1709 de 2014, precisa que «en ningún caso» el pago de la multa podrá condicionar 

la concesión de la libertad o cualquier otro beneficio.  

 

4. Suspensión de la ejecución de la pena ¿derecho o beneficio? 

 

En su tiempo, Romero Soto había dicho que la suspensión de la ejecución de la pena no era 

un beneficio, pero que el reo tampoco lo podía reclamar como derecholi. Lo anterior coincidía 

con Pérezlii, cuando afirmó que los subrogados no son gracias ni tampoco derechos exigibles. 

De hecho, este mismo autor había sostenido que no se trataba de una «gracia», porque la 

naturaleza de los subrogados busca contribuir a la enmienda del condenado y a la 

preservación de las comunidades contra los quebrantos puniblesliii.  

 

De otra parte, la Corte Constitucional, en algunas sentencias, había señalado que estábamos 

ante un beneficio (T-019/17 o T-640/17). Aunque previamente había tenido conclusiones un 

poco menos claras, al afirmar que «los subrogados penales son un derecho del condenado 

siempre y cuando se verifiquen los supuestos objetivos y subjetivos que el legislador ha 

establecido»liv. 

 

No obstante, en nuestra opinión, acceder a la suspensión de la ejecución de la pena es un 

derecho que se alcanza cuando se cumplen con los requisitos objetivoslv y existe expectativa 

de verificación de los jueces de ejecución. Por lo que no hay margen de valoración o 

discrecionalidad del funcionario encargado de vigilar la sanción. 

 



 

 

 

 

 

En cambio, cuando la persona cuenta con alguna condena previa dentro de los cinco (5) años 

anteriores puede ser un beneficio, en tanto queda bajo margen de apreciación del juez.  

 

5. ¿Suspensión de la pena o de la condena? 

 

En nuestro medio, inicialmente solo se suspendía la pena privativa de la libertadlvi. Sin 

embargo, por la redacción del inciso final del artículo 63 del Código Penal es posible que se 

dejen de hacer efectivas todas las sanciones accesorias a la prisión. En ese caso sería una 

condena de ejecución condicional, en los términos del artículo 479, y no solo una suspensión 

de la ejecución de la pena privativa de la libertadlvii.  

 

De hecho, Velásquez sostiene que debería permitirse, por regla general, por razones de 

igualdad y proporcionalidad, que se suspendan todas las penas, como la multa o las 

restrictivas de otros derechoslviii.  

 

Aunque la finalidad entregada a este instrumento es evitar los efectos desocializadores del 

internamiento, también hay que evaluar las otras consecuencias negativas que producen las 

penas accesorias en el proceso de resocialización del condenado. Por su parte, la Corte 

Suprema de Justicia, en decisión CSJ SP 18 ago. 2021, rad. 56141, afirmó que, a propósito 

del principio general del derecho de «lo accesorio sigue a lo principal», el juez está facultado 

para no suspender la pena accesoria de otros derechos y que solo se entienda sin efectos la 

pena privativa de la libertad. Sin embargo, en ese caso, es deber del funcionario judicial 

motivar su decisión. En todo caso, el juez, al exigir el cumplimiento de otras sanciones, 

debería basarse en las funciones declaradas de la pena.  

 

Finalmente, la competencia para decidir sobre la suspensión de la ejecución de la pena es 

restrictiva del juez que emita la sentencia, en primera o segunda instancia e, incluso, en 

casaciónlix.  
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